Gobiernos locales

Guatemala

Respuesta al Cuestionario

Comité Asesor
Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas
1. ¿Cómo está organizado el gobierno local en su país? Describa por favor el marco jurídico vigente para la organización, el funcionamiento, las competencias y los recursos financieros de los gobiernos locales en su país.

El artículo 1 de la Constitución Política de la República de Guatemala -CPRG- señala: “Protección a la persona. El Estado de Guatemala se organiza para proteger a la persona y a la familia; su fin supremo es la realización del bien común.”
, lo que se constituye en la base de la organización institucional y política del Estado para garantizar los derechos humanos (la vida, la libertad, la justicia, la seguridad, la paz y el desarrollo integral de las personas)
. 

El Estado de Guatemala ha establecido un sistema de gobierno republicano, en el que la población delega su soberanía en tres organismos independientes: Ejecutivo, Legislativo y Judicial para su representación
. La subordinación entre éstos es prohibida por la Carta Magna. 

Guatemala está dividida en 22 departamentos y 338 municipios (hasta el 12 de febrero de 2014), gobernados en varios niveles: gobierno central (que tiene cobertura en todo el territorio nacional), gobierno departamental (que es la representación del gobierno central en cada departamento) y municipal (en cada circunscripción municipal, elegido por votación popular independiente del gobierno central). 
Los departamentos son regidos por Gobernadores Departamentales, quienes representan al poder Ejecutivo y son nombrados directamente por el Presidente de la República; son la máxima autoridad en el departamento, pero deben respetar la autonomía municipal. Los gobernadores departamentales no ejecutan programas o proyectos de inversión, ni prestan servicios públicos, salvo delegación expresa de un Ministro de Estado. Se rigen por disposiciones de ley y normas reglamentarias y, para su funcionamiento, reciben recursos del Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado. 
Para desarrollar las competencias municipales de conformidad con el espíritu de los Acuerdos de Paz, se creó un nuevo Código Municipal, a través de la emisión del Decreto 12-2002 del Congreso de la República; asimismo, la Ley General de Descentralización, Decreto 14-2002, para fortalecer la autonomía municipal y la Ley de los Consejos de Desarrollo Urbano y Rural, Decreto 11-2002, para promover la participación de la población en el gobierno municipal, a partir del Sistema de Consejos de Desarrollo.

La Ley de los Consejos de Desarrollo Urbano y Rural establece que una de las formas de participación de la población en el desarrollo nacional es a través de dichos Consejos, los cuales se organizan desde el nivel comunitario (Consejo Comunitario, COCODE), el nivel municipal (Consejo Municipal, COMUDE), el nivel departamental (Consejo Departamental, CODEDE) y la asamblea de Consejos que es el Consejo de Desarrollo Urbano y Rural CDUR. Los gobernadores departamentales presiden las reuniones del Consejo Departamental de Desarrollo –CODEDE-; cada CODEDE gestiona los fondos para su funcionamiento ante el Ministerio de Finanzas Públicas en el marco de la política financiera
.
Gobiernos locales
Como ya se mencionó, la Constitución Política de la República de Guatemala
 establece la división política del país en departamentos, dentro de los cuales están los 338 municipios que tiene el país; el Decreto 12-2002 del Congreso de la República, Código Municipal define el municipio como “…la unidad básica de la organización territorial del Estado y espacio inmediato de participación ciudadana en los asuntos públicos…”.
La Carta Magna señala que los municipios de la República de Guatemala gozan de autonomía, lo cual significa que pueden “…a) Elegir a sus propias autoridades; b) Obtener y disponer de sus recursos; y, c) Atender los servicios públicos locales, el ordenamiento territorial de su jurisdicción y el cumplimiento de sus fines propios…”
 
El gobierno municipal es ejercido por el Concejo Municipal, órgano colegiado que se integra por síndicos, concejales y alcalde (electos popular e independientemente para un período de 4 años); el Alcalde Municipal es el encargado de dar seguimiento y ejecutar los programas aprobados por el Concejo.
Como una forma de apoyo y vínculo con el gobierno municipal, existen alcaldías comunitarias o auxiliares, nombrados por el Alcalde Municipal, idealmente con base en la elección que hagan las respectivas comunidades de acuerdo con sus principios, valores, procedimientos y tradiciones
; la duración de los alcaldes auxiliares en su cargo varía de comunidad a comunidad. 
Resulta importante resaltar que el gobierno local debe reconocer, respetar y promover las Alcaldías Indígenas, cuando existan en los respectivos municipios.
 Las mismas actúan de forma paralela al gobierno local, y actualmente existen en algunos municipios de los departamentos de Totonicapán, Quiché (Santa Cruz del Quiché) y Sololá (Panajachel).
Funcionamiento y competencias de los gobiernos locales
El Código Municipal establece para los municipios dos tipos de competencias: la propia y la competencia adquirida por delegación del gobierno central a través de convenios
, en el marco del Decreto 14-2002, Ley General de Descentralización.
La competencia propia, estipulada y desarrollada en el artículo 68 del Código Municipal, se refiere básicamente a acciones para mejorar la calidad de vida de sus habitantes, entre ellas la prestación de servicios (abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado, alumbrado público, ornato, manejo de desechos sólidos), así como velar por el cumplimiento de normas de control sanitario de la producción, comercialización y consumo de alimentos y bebidas para garantizar la salud de sus habitantes; asimismo, la gestión en materia de educación preprimaria y primaria, la promoción y gestión ambiental de los recursos naturales del municipio, y la prestación del servicio de policía municipal
.
La transferencia de competencia desde el gobierno central es para mejorar la eficiencia y eficacia en la prestación de los servicios públicos, fortalecer integralmente la capacidad de gestión de la administración pública local, promover el desarrollo económico local para mejorar la calidad de vida y erradicar la pobreza. Para ello, la Ley General de Descentralización establece que las municipalidades están obligadas a adecuar su presupuesto anual.
El Alcalde Municipal coordina el Consejo Municipal de Desarrollo Urbano y Rural COMUDE
, el cual se integra por los diversos Consejos Comunitarios de Desarrollo COCODE
. La municipalidad debe garantizar el financiamiento de estos consejos, tomando en cuenta la disponibilidad de recursos
.
Recursos financieros de los gobiernos locales
Los municipios deben fortalecer sus finanzas a través de la captación de recursos, de conformidad con la Constitución
; sin embargo, los municipios tienen prohibida la creación de impuestos ya que es una función exclusiva del Congreso de la República en virtud del principio de legalidad consignado en el artículo 239 de la Constitución Política de la República de Guatemala. Lo único que puede crear el Concejo Municipal para la captación de recursos municipales son las tasas, ya que los arbitrios a pesar de ser una fuente de financiamiento municipal, son un tipo de impuesto. En relación al Impuesto Único sobre Inmuebles (IUSI), corresponde a las municipalidades del país para el desarrollo local, y al Estado para el desarrollo municipal, según la Ley del Impuesto Único Sobre Inmueble, Decreto 15-98 del Congreso de la República.
Adicionalmente, tienen asignación presupuestaria anual del 10% del Presupuesto General de Ingresos ordinarios del Estado (del cual al menos el 90% debe estar destinado a programas y proyectos de educación, salud preventiva, obras de infraestructura y servicios públicos que mejoren la calidad de vida de los habitantes).
Por mandato constitucional
 y en virtud de la representatividad de los gobernantes, corresponde al Congreso de la República aprobar, modificar o improbar el Presupuesto de Ingresos y Egresos del Estado al menos con 30 días de anticipación al inicio de su entrada en vigencia. Lo realiza para cada ejercicio fiscal –de un año calendario
- luego de el proyecto de presupuesto que presenta el Organismo Ejecutivo 120 días antes de la fecha de inicio del ejercicio fiscal; si el Congreso no aprueba dicho presupuesto, rige nuevamente el presupuesto aprobado el año anterior.

La Ley Orgánica del Presupuesto, Decreto 101-97 contiene los parámetros que inciden en la elaboración del proyecto de presupuesto del Estado, sus sistemas presupuestarios, la ejecución del mismo, el sistema de crédito público, de contabilidad, de tesorería, así como el régimen presupuestario de las municipalidades.

En relación con la asignación constitucional, el Código Municipal señala los criterios para distribuirla entre el número de municipios en el país (338 hasta el momento). 
2. ¿Exige la legislación al gobierno local en su país que promueva y proteja los derechos humanos? Por favor, describa cómo el gobierno local en su país se encuentra implicado en la ejecución de las obligaciones de derechos humanos.
El Estado de Guatemala constituye una unidad, un todo. En ese sentido, la estructura y funcionamiento del poder local, desde su ámbito de competencia debe coadyuvar al cumplimiento de cada uno de los fines del Estado y de las obligaciones internacionales que ha asumido, incluidas las referentes al tema de Derechos Humanos.
La Constitución Política de la República establece en su parte dogmática -títulos I y II- los preceptos en materia de derechos humanos; el artículo 44 establece que, aunque los derechos no estén incluidos en la CPRG, deben ser atendidos porque son inherentes; el artículo 46 establece la preeminencia de los tratados y convenios, aceptados y ratificados por Guatemala, en materia de derechos humanos, sobre el derecho interno. Los gobiernos municipales también tienen la obligación de cumplir y hacer cumplir dichos principios.
El artículo 257 de la misma Constitución señala que, al menos el 90% de la asignación presupuestaria que otorga el presupuesto central a los municipios, debe dirigirse a mejorar la calidad de vida de los habitantes del municipio, lo cual implica la promoción y protección de los derechos humanos.
El Código Municipal contempla la obligación del Concejo Municipal de convocar a los distintos sectores sociales del municipio a participar en la formulación e institucionalización de las políticas públicas municipales, así como planes de desarrollo urbano y rural
. Asimismo, establece como función del Concejo Municipal preservar y promover los derechos de los vecinos y de las comunidades a su identificación cultural, de acuerdo con sus valores, idiomas, tradiciones y costumbres. 
A las municipalidades les compete aprobar acuerdos o convenios con asociaciones o cooperación con otras municipalidades, entidades u organismos públicos o privados, nacionales e internacionales que propicien el fortalecimiento de la gestión y el desarrollo municipal
.
El  mismo Código Municipal faculta y establece la creación de comisiones para el cumplimiento de los asuntos que tiene asignados la Municipalidad; obligatorias son: a) la Comisión de educación y educación bilingüe intercultural, cultura y deportes; b) la Comisión de salud y asistencia social; c) la Comisión de servicios, infraestructura, ordenamiento territorial, urbanismo y vivienda; d) la Comisión de fomento económico, turismo, ambiente y recursos naturales; e) la Comisión de descentralización, fortalecimiento municipal y participación ciudadana; f) la Comisión de finanzas; f) la Comisión de probidad; g) la Comisión de derechos humanos y de la paz; h) la Comisión de la familia, la mujer y la niñez; el Consejo Municipal puede crear otras que considere necesarias
.
El Código Municipal favorece el respeto de las comunidades indígenas debiendo reconocer, respetar y promover las alcaldías indígenas, incluyendo sus propias formas de administración
. Asimismo, el Código establece el reconocimiento de la personalidad jurídica de las organizaciones tradicionales de los Pueblos Indígenas, así como al respeto y reconocimiento de sus formas propias de relación u organización
.
En relación con el derecho de los Pueblos Indígenas a ser consultados sobre todas aquellas decisiones que afectan a su desarrollo económico o social, tal y como se establece el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, (1989), debe señalarse que éste fue ratificado por el Estado de Guatemala a través del Decreto 9-96 del Congreso de la República, de 5 de marzo de 1996. Al no ser autoejecutable
 el Convenio, el Estado debía emitir un instrumento que estableciera los mecanismos específicos para realizarla.
A raíz de la ratificación de dicho Convenio, se hizo una readecuación legislativa referente al Código Municipal, ya que anteriormente regía el Decreto 58-88 del Congreso de la República. Se derogó el Decreto 58-88 por el Decreto 12-2002 del Congreso de la República, en el cual se contempló un proceso consultivo en el caso de los pueblos indígenas en el capítulo denominado Información y Participación Ciudadana (artículos del 63 al 66). 

Además de lo anterior, han existido avances en materia de consultas a pueblos indígenas a través de la jurisprudencia constitucional, ya que les ha dado a los resultados de estas consultas, efectos vinculantes en el territorio del municipio (cumplimiento forzoso).   

El Código Municipal cuenta con algunos mecanismos para la consulta a los vecinos del municipio, que es una forma en la cual los pueblos indígenas han promovido ser consultados, como lo establece el artículo 65: “Cuando la naturaleza de un asunto afecte en particular los derechos y los intereses de las comunidades indígenas del municipio o de sus autoridades propias, el Concejo Municipal realizará consultas a solicitud de las comunidades o autoridades indígenas, inclusive aplicando criterios propios de las costumbres y tradiciones de las comunidades indígenas.”

EL Procurador de los Derechos Humanos ha expresado la necesidad de la realización de estas consultas (previas, informadas y de buena fe), para tomar en consideración la opinión de los pueblos indígenas con respecto al inicio de proyectos que afecten su territorio. Este último concepto es entendido por comunidades indígenas como el “arraigo y apego con su pasado, cultura, tradiciones, la vinculación que tienen con sus ancestros enterrados en esos territorios y la propia continuidad de sus pueblos, a través de las siguientes generaciones que poblarán esas tierras.”

Existen además, políticas nacionales de protección a los derechos humanos dirigidas a grupos vulnerabilizados, como las mujeres, la niñez, las personas en situación de alguna discapacidad, entre otros, respaldadas por leyes aprobadas por el Congreso de la República
, y las cuales son de obligatorio cumplimiento en todo el país.
3. ¿Existe algún tipo de cooperación entre el gobierno local y el gobierno central dentro su país en relación con la aplicación de los derechos humanos a nivel local? En caso afirmativo, por favor describa el marco de cooperación existente.

Sí, existen convenios entre municipalidades y gobierno central, de acuerdo con sus necesidades específicas. 
Como ejemplo de lo anterior es posible señalar el esfuerzo de cooperación educativa entre las Direcciones Departamentales de Educación del Ministerio de Educación y varias municipalidades, con el objetivo de que éstas paguen los servicios técnicos de los maestros de los niveles primario y preprimario, de acuerdo con sus posibilidades financieras y presupuestarias; por su parte, la Dirección Departamental de Educación se compromete a facilitar las herramientas necesarias para la realización del trabajo de los maestros contratados, ubicarlos en las escuelas y realizar las supervisiones correspondientes.
En materia de agua y saneamiento básico, que es responsabilidad de las municipalidades, han existido acciones conjuntas con el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social MSPAS, como la realización de talleres de sensibilización, con el apoyo financiero del MSPAS, el respaldo de la Contraloría General de Cuentas y el apoyo de UNICEF
.
Con la coordinación del Ministerio de Finanzas Públicas a través de la Dirección de Catastro y Avalúo de Bienes Inmuebles –DICABI-, el acompañamiento del Instituto de Fomento Municipal –NFOM- y el financiamiento de la Agencia Alemana de Cooperación Internacional GIZ, se desarrollaron mesas regionales de apoyo municipal para el fortalecimiento de las finanzas municipales en los departamentos de Huehuetenango, Alta Verapaz, Baja Verapaz, Chiquimula y Santa Rosa, actividades que permitieron el desarrollo de planes estratégicos para el fortalecimiento de la administración tributaria y la implementación del cobro del Impuesto único sobre inmuebles IUSI
.
Se han establecido Oficinas Forestales Municipales Registradas, de conformidad con lo establecido en los artículos 8 y 58 de la Ley Forestal: l Asociación Nacional de Municipalidades ANAM, el Instituto Nacional de Bosques INAB, y las municipalidades, establecieron una alianza para apoyar la gestión de administración forestal municipal de los gobiernos locales en el marco de la descentralización y desconcentración, para lo cual se gestionó cooperación financiera procedente de lo recaudado en concepto del 10% del valor de madera en pie durante algunos meses entre 2012 y 2013.
4. ¿Existen mecanismos de protección de los derechos humanos a nivel local en su país (por ejemplo, defensores del pueblo, las comisiones de derechos humanos, mediadores, etc.)?

Guatemala es un Estado unitario (no federado) que cuenta con diversidad de mecanismos de protección de los derechos humanos, tanto a nivel nacional como local, y tanto desde el Estado como desde la sociedad civil. 
Mecanismos de protección de los derechos humanos a nivel nacional
ORGANISMO EJECUTIVO
El Organismo Ejecutivo cuenta con oficinas de derechos humanos en casi todos sus Ministerios y Secretarías; además, cuenta con instituciones específicas para la asesoría y seguimiento en materia de derechos humanos como la Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en materia de Derechos Humanos COPREDEH: creada el 12 de julio de 1991 por Acuerdo Gubernativo No. 486-91, con el fin de coordinar acciones en materia de derechos humanos entre los diversos ministerios e instituciones del Organismo Ejecutivo, así como garantizar la cooperación pertinente entre los otros organismos del Estado y la institución del Procurador de los Derechos Humanos.

Depende directamente del Presidente de la República; canaliza las acciones tendientes a la protección y vigencia de los derechos humanos, a través de procesos de mediación y de rendición de cuentas ante la comunidad nacional e internacional. Otras funciones asignadas a esta comisión son: estudiar y proponer al Presidente de la República proyectos e iniciativas de ley en materia de derechos humanos. La COPREDEH coordina con la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores, para la rendición de cuentas frente a la comunidad internacional. Cuenta con oficinas regionales en la mayoría de los departamentos del país.
Por otro lado, dentro de la Oficina de Derechos Humanos del Ministerio de Gobernación, creada por Acuerdo Ministerial 1289-2001, publicado  el 28 de diciembre de 2001; se da seguimiento a las oficinas específicas de la Policía Nacional Civil, el Sistema Penitenciario y dirige la Instancia de Protección a Defensores de Derechos Humanos;  en 2013 se creó el Programa de Protección a Periodistas.
Asimismo, cuenta con instancias específicas, como la Secretaría Presidencial de la Mujer, la Defensoría de la Mujer Indígena, la Comisión Presidencial contra la Discriminación y el Racismo, entre otras instituciones dedicadas a la protección de los derechos humanos. 
ORGANISMO JUDICIAL

Centros de Mediación de la Unidad de Resolución Alternativa de Conflictos del Organismo Judicial (Unidad RAC): creada en septiembre de 1998, en el marco del programa de modernización del Organismo Judicial, se creó el Centro Piloto de Mediación y Conciliación (Acuerdos 21/998 y 22/998), cuyas funciones principales son: propiciar la solución de conflictos de intereses particulares, mediante procedimientos de mediación y conciliación; promover una cultura de paz mediante el conocimiento de la población sobre las ventajas de los mecanismos de mediación y conciliación. 
La política de este  centro piloto fue la de implementar y fortalecer los mecanismos alternativos de resolución de conflictos, mediante el establecimiento de centros de mediación y la creación de la Unidad de Resolución Alternativa de Conflictos (Unidad RAC), bajo la tutela del Organismo Judicial quien tiene a su cargo la coordinación y funcionamiento de los mismos. A la fecha funcionan 78 centros de mediación en toda la República que ofrecen como único método alternativo de resolución de conflictos la mediación.
Asimismo, el Organismo Judicial cuenta con la Secretaría de la Mujer y Análisis de Género, que tiene la responsabilidad de sensibilizar a los operadores del OJ en relación con los temas específicos de las mujeres.
ORGANISMO LEGISLATIVO

Comisión de Derechos Humanos del Congreso de la República: Es la única comisión del Congreso que tiene rango constitucional, está conformada por un diputado representante de cada partido político representado en el Congreso. Es responsable de proponer al pleno del Congreso de la República tres candidatos para la elección del Procurador de Derechos Humanos, que se rige por el Decreto 54-86, Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Congreso de la República y del Procurador de los Derechos Humanos. Asimismo, es el vínculo entre el Procurador y el pleno del Congreso. Por otra parte, tiene la responsabilidad de proponer al pleno del Congreso una lista de candidatos para integrar el mecanismo nacional de prevención de la tortura.
La Comisión debe promover el estudio y actualización de la legislación vigente en materia de derechos humanos, así como elaborar, impulsar y presentar las iniciativas de ley o de reformas respectivas con el fin de garantizar el pleno goce de los derechos de la población. De igual manera, debe preparar seminarios, estudios e investigaciones técnico-científicas sobre derechos humanos; dictaminar sobre tratados y convenios internacionales en materia de derechos humanos. 
Procurador de los Derechos Humanos: es un comisionado del Congreso de la República para la defensa de los derechos humanos. No está supeditado a organismo, institución o funcionario alguno y actuará con absoluta independencia. Es un cargo de origen constitucional
 instruido para la defensa de los derechos humanos y con facultades para supervisar la administración pública. El PDH desempeña su cargo por cinco años. Sus funciones contemplan promover el buen funcionamiento y la agilización de la gestión administrativa gubernamental; investigar y denunciar comportamientos administrativos lesivos; recomendar publica o privadamente a los funcionarios la modificación de algún comportamiento encontrado lesivo a los intereses de las personas; emitir censura pública sobre actos administrativos lesivos comprobados, así como promover recursos, acciones judiciales o administrativas en los casos que sea procedente.

Debe desarrollar permanentemente actividades para la promoción de los derechos humanos y coordinar para que en los programas de estudio, a todo nivel, se promueva como materia específica y dentro de los horarios regulares la promoción de los derechos humanos.  

La institución del Procurador de los Derechos Humanos tiene presencia en todos los departamentos y algunos municipios del país por medio de Auxiliaturas.

Mecanismos de Protección de los Derechos Humanos a nivel local
Auxiliaturas del Procurador de los Derechos Humanos: Las auxiliaturas de la institución del Procurador de los Derechos Humanos funcionan a nivel regional, departamental y municipal; hay Auxiliaturas móviles e itinerantes. 

Los Auxiliares representan al Procurador de los Derechos Humanos en los lugares donde están asignados, velando por que se cumpla el respeto y cumplimiento de los derechos humanos. Las Auxiliaturas reciben denuncias de violaciones de derechos humanos, supervisan la administración pública, investigan los posibles comportamientos administrativos lesivos y toda clase de denuncias sobre violaciones a los derechos humanos. Asimismo, coordinan con instancias gubernamentales y organizaciones sociales y no gubernamentales para la defensa de los derechos humanos.

Oficinas Municipales de Protección a la Niñez y la Adolescencia: La Oficina Municipal de Protección a la Niñez y Adolescencia -OMPNA-, depende directamente del Concejo Municipal y el Alcalde, en coordinación con el Concejal de la Comisión  de Familia, Mujer, Niñez para el desarrollo de sus acciones. Tiene las siguientes funciones:

1. Informar al Alcalde, Concejo Municipal y sus comisiones, al COMUDE y a las instancias que sean necesarias, sobre la situación de la niñez en el municipio con el objetivo de elaborar los contenidos programáticos, así como las acciones para la prevención, atención y apoyo psicosocial.

· Elaborar y mantener actualizados los registros de casos de niños y niñas residentes del municipio atendidos por la Oficina,  o por otras instituciones públicas (Juzgado de Paz y Juzgado de la Niñez, Ministerio Público, Procuraduría General de la Nación, entre otros).

· Incidir en que las otras comisiones instituidas por el Concejo Municipal, consideren acciones a favor de los Derechos de la Niñez y Adolescencia.

2. Recomendar al Concejo Municipal y sus comisiones el uso de instrumentos que favorezcan la implementación de acciones dirigidas a la Niñez y Adolescencia en el quehacer institucional de la municipalidad.

3. Fomentar y promover la articulación institucional pública y de la sociedad civil para su participación e involucramiento en los programas de prevención, atención y ayuda psicosocial a la niñez y adolescencia residente en el municipio (RED).

4. Promover actividades de sensibilización y capacitación de forma sistémica al personal de la corporación municipal, instituciones públicas y privadas, Consejos Comunitarios de Desarrollo y organizaciones de la Sociedad Civil sobre los derechos de la niñez y adolescencia.

5. Promocionar la Oficina ante las demás instituciones vinculadas al sistema de protección a fin de que la Oficina se constituya en punto de referencia para las medidas de protección de la niñez y adolescencia víctima.

6. Brindar información, asesoría y orientación a los niños, las niñas, madres y padres del municipio, especialmente sobre sus derechos y responsabilidades.

7. Identificar y gestionar con los medios de información y comunicación del municipio con el fin de difundir el quehacer de la oficina y que su vez sirva de contacto entre la Oficina y los niños y niñas, en especial de las aldeas o caseríos. 

Oficinas Municipales de la Mujer: son espacios institucionalizados para ser interlocutoras entre el gobierno municipal y las mujeres del municipio, buscando la participación ciudadana de las mujeres y su desarrollo. Las funciones asignadas son:

1. El fortalecimiento de la organización comunitaria, promoviendo la participación política de las mujeres con el apoyo del gobierno municipal, organizaciones no gubernamentales y grupos organizados.

2. Promover la participación ciudadana de las mujeres dentro de los espacios de toma de decisión local, municipal y departamental.

3. Habilitación y fortalecimiento de espacios sociopolíticos para las mujeres para que participen con voz y voto dentro de los espacios institucionalizados a nivel local y municipal.

4. Capacitación y formación a las mujeres.
5. Incidencia política para el reconocimiento y apoyo para las mujeres sin discriminación, buscando que todos y todas reconozcan la igualdad y equidad para las mujeres.

6. Fomento de valores de igualdad, equidad, solidaridad y respeto para las mujeres.

7. Coordinación interinstitucional. 

8. Asesoría a mujeres que buscan la conformación y legalización de los grupos de mujeres.

9. Planificación y programación a través de acciones de carácter técnico que ordenan y organizan las acciones de la OMM. 

Oficinas Forestales Municipales Registradas: surgen para dar cumplimiento a lo establecido en los artículos 8 y 58 de la Ley Forestal para ser portavoces a nivel local del fomento al desarrollo forestal del país mediante el manejo sostenible de los bosques. Según datos de la Asociación Nacional de Municipalidades, el 68 % de las municipalidades a nivel nacional contribuye a la conservación y manejo de los recursos forestales de sus municipios a través de estas oficinas y/o unidades de gestión ambiental municipal que generalmente funcionan por medio de una política forestal municipal, trabajando conjuntamente con instituciones gubernamentales
.
5. ¿Cuáles son las iniciativas que se han adoptado para incluir la integración de los derechos humanos en la administración local y los servicios públicos?

La fundamental es la cooperación entre gobierno central y gobierno local,  como se estableció en la respuesta a la pregunta 3 del presente cuestionario. 
Adicional a ello, la implementación de las oficinas municipales en materia de niñez y juventud, de la mujer y forestales, representan medidas que promueven la integración de los derechos humanos en la administración local y los servicios públicos.
6. ¿Cuál es el papel de la sociedad civil en la planificación y ejecución de actividades para la protección y promoción de los derechos humanos a nivel local en su país?

La sociedad civil guatemalteca ha sido la gran promotora y defensora de los derechos humanos, incluso durante los años del conflicto armado interno. En lo local, la población se ha organizado alrededor de temas generales para toda la comunidad, como la protección al ambiente, el desarrollo, etc., o específicos, como el resarcimiento a las víctimas de violaciones a derechos humanos durante el conflicto armado interno. Asimismo, se encuentra presencia local de organizaciones que tienen cobertura o sede central a nivel nacional.
En algunos municipios, las organizaciones de protección y defensa de los derechos de las mujeres y de la niñez hacen un fuerte trabajo de incidencia ante las autoridades.
7. ¿Cuál es el papel y el programa de su organización para la promoción y protección de los derechos humanos a nivel local o la mejora de la gobernanza local de los derechos humanos?

La Institución del Procurador de los Derechos Humanos se organiza para cubrir el país, tanto con visión temática (Defensorías
), como geográficamente (Auxiliaturas). Los Auxiliares, como ya se señaló, son los representantes del Procurador y cumplen las funciones establecidas en la legislación correspondiente. En las Auxiliaturas se cuenta con personal que realiza procuración e investigación de las denuncias de violaciones a derechos humanos, educación en derechos humanos, y atención de algunos temas específicos.

Entre los procesos de capacitación se encuentran los programas para prevenir la violencia intrafamiliar promovida por la Red de Protección a la Niñez y Adolescencia (de la cual es parte la PDH), realizada en la escuela de Telesecundaria de la aldea Miraflores, en la cual participaron oficinas de la mujer y de la niñez de la municipalidad de Jalapa, jóvenes, madres de familia y agentes de la Policía Nacional Civil.

Asimismo, se impulsó el Diplomado en Derechos Humanos coordinado por la auxiliatura departamental en Jalapa y la Oficina de la Niñez y la Mujer de la municipalidad de San Manuel Chaparrón, en febrero de 2014.
8. ¿Cuáles son los principales desafíos que enfrentan los gobiernos locales en su país en la promoción y protección de los derechos humanos?

El primer desafío es que las autoridades municipales se hagan conscientes de la responsabilidad que tienen de garantizar los derechos humanos, como parte del Estado. Esto pasa por la sensibilización y formación de los funcionarios y empleados públicos, pero también por la educación en derechos humanos para la población. Asimismo, se hace necesario un marco de planificación municipal con enfoque de derechos.
Por otro lado, está la necesidad de la coordinación interinstitucional con instituciones como la del Procurador de los Derechos Humanos, así como con la sociedad civil organizada, para la promoción y educación en derechos humanos.

Además, debe restablecerse la participación de la institución del Procurador de los Derechos Humanos en las Juntas Municipales de Niñez y Juventud, como estaba previsto originalmente en la política pública.

Otro desafío es la reforma al Código Municipal para el fortalecimiento de las Oficinas Municipales de la Mujer (artículos 96 bis y 96 ter), lo que viene siendo promovido por la Comisión Interinstitucional para el fortalecimiento de las Oficinas Municipales de la Mujer, creada en 2007, en la que participan la Institución del Procurador de los Derechos Humanos, la Asociación Guatemalteca de Autoridades Indígenas, el Instituto Universitario de la Mujer de la Universidad de San Carlos de Guatemala, el Foro de la Mujer, el Instituto de Fomento Municipal y la Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia. A la fecha se cuenta con una Guía del Manual de Funciones de las OMM que ya ha sido avalada por la Asociación Nacional de Autoridades Municipales, ANAM, y la Asociación Guatemalteca de Autoridades Indígenas, AGAAI. 

9. Sírvase indicar ejemplos de buenas prácticas en relación con las preguntas mencionadas anteriormente.

Resolución alternativa de conflictos:

La institución del Procurador de los Derechos Humanos realiza acciones de mediación para promover la resolución de conflictos en forma alternativa, para lo que ha apoyado a las Comisiones y Oficinas municipales, así como a los COCODES. Recientemente se ha trabajado especialmente con las comisiones de trabajo y la Oficina Municipal tanto de la Mujer, como de la Niñez y la Juventud.  Asimismo, se ha desarrollado coordinación con las municipalidades de Villa Canales (con participación de la Cruz Roja guatemalteca) y Villa Nueva, ambas en el departamento de Guatemala.[image: image1.png]
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